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Providencia:
Sentencia  - 1ª Instancia -02 de abril 2018
Radicación Nro. :
  
66001-22-13-000-2018-00072-00
Accionante:

Javier Elías Arias Idárraga.
Accionado: 

Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal

Vinculado (s): 

Ministerio Público local; la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y la Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal.
Proceso:

Tutela

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


DEBIDO PROCESO JUDICIAL / ACCIÓN POPULAR / INADMISIÓN / RECHAZO / NO IMPUGNÓ / SUBSIDIAIRIEDAD / IMPROCEDENTE - Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, inadmitió la demanda popular con auto del 1° de noviembre de 2017; luego, rechazó el libelo con providencia del 15 de noviembre del mismo año. 

Sin embargo, como se ve, nada refutó el interesado, ni al momento en el que el Juzgado inadmitió el libelo, ni cuando se produjo su rechazó. Esto deja al descubierto que el accionante omitió el mecanismo procesal que tenía a su alcance, esto es, el recurso de reposición contra esos proveídos, que en ambos casos era procedente, para que se remediara la situación que estimaba anómala, con lo cual desconoce que este es un mecanismo residual y subsidiario. 

Emerge de todo ello, la improcedibilidad del amparo, al tenor del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, y así se declarará, ya que, de otro lado, ninguna circunstancia especial se ha demostrado sobre la imposibilidad de acudir a los medios ordinarios de defensa, que habilite la intrusión del juez constitucional. 

No sobra señalar que este caso, es diferente al de otros en los que, siguiendo orientaciones de la Corte Suprema de Justicia, se han dado por superados los requisitos de inmediatez y subsidiariedad, por cuanto las razones en que se edifica el rechazo en este caso son distintas a las de aquellos, en los que lo pedido ha excedido el marco normativo.
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Acta N° 92 de abril 2 de 2018
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local; la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y la Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en la que aduce la vulneración de “los derechos fundamentales … art 13, 83 CN, debido proceso y Carta Iberoamericana de usuarios de Justicia” y pide que en sentencia de “unificación” se ordene a la funcionaria (i) admitir inmediatamente su acción popular; (ii) se le brinden copias físicas y gratis de la actuación para que obren en una eventual acción de reparación directa y (iii) al Personero de Santa Rosa de Cabal se le imponga acreditar su diligencia en la acción popular de la referencia. 

   



Dijo en su escrito que actúa en la demanda “2017-1018”; donde el juzgado accionado le exigió consignar la dirección de notificación de la demandada; como no lo hizo, rechazó el libelo, pese a que dicho requisito es ajeno al artículo 18 de la ley 472 de 1998. 
Se dispuso el trámite de rigor con la vinculación del agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
La Procuraduría Regional Risaralda, se refirió a su gestión en defensa de los intereses colectivos. 
El despacho judicial accionado, dio cuenta del trámite de la acción popular de la referencia y remitió copia de las piezas procesales que se le solicitaron. Con esa respuesta, se ordenó allegar información relacionada con la promoción de dos demandas constitucionales similares, conocidas por esta colegiatura en trámite acumulado; adicionalmente se ordenó la vinculación de la Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo el supuesto principal de que al actor se le rechazó la demanda popular radicada con el número 2017-01018-00, exigiéndosele presuntos requisitos inexistentes en el artículo 18 de la ley 472 de 1998.
Sea lo primero decir que, aunque en este caso hay cierta similitud en las pretensiones con las acciones de tutela 2018-00015 y 2018-00020, acumuladas y resueltas por esta Corporación el 8 de febrero pasado, las mismas peticiones difieren y la causa no coincide plenamente. En efecto, allí lo que se quería, en últimas, era que se le concediera una apelación que, como se analizó, nunca propuso; y en la presente, lo que quiere es que el juez constitucional pase por alto las decisiones adoptadas por el Juzgado accionado, que le exigió el cumplimiento de un requisito inexistente. Por tanto, no haqy cómo colegir que se trata de una actuación temeraria. 
Ahora bien, reiteradamente se ha expuesto que, a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU 573 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, reiteró que las primeras obedecen a que (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional
; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) procedimental , (iii) fáctico, y (iv) sustantivo; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) el desconocimiento de precedentes y (viii) la violación directa de la Constitución.     
       



Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, inadmitió la demanda popular con auto del 1° de noviembre de 2017; luego, rechazó el libelo con providencia del 15 de noviembre del mismo año. 
   



Sin embargo, como se ve, nada refutó el interesado, ni al momento en el que el Juzgado inadmitió el libelo, ni cuando se produjo su rechazó. Esto deja al descubierto que el accionante omitió el mecanismo procesal que tenía a su alcance, esto es, el recurso de reposición contra esos proveídos, que en ambos casos era procedente, para que se remediara la situación que estimaba anómala, con lo cual desconoce que este es un mecanismo residual y subsidiario. 

 



Emerge de todo ello, la improcedibilidad del amparo, al tenor del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, y así se declarará, ya que, de otro lado, ninguna circunstancia especial se ha demostrado sobre la imposibilidad de acudir a los medios ordinarios de defensa, que habilite la intrusión del juez constitucional. 

  



No sobra señalar que este caso, es diferente al de otros en los que, siguiendo orientaciones de la Corte Suprema de Justicia, se han dado por superados los requisitos de inmediatez y subsidiariedad, por cuanto las razones en que se edifica el rechazo en este caso son distintas a las de aquellos, en los que lo pedido ha excedido el marco normativo.
  

    

Se absolverá a los demás involucrados, por no hallar de su parte, trasgresión alguna frente a los derechos invocados por el demandante. Eso incluye a la Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal, por que no se ha acreditado que el accionante hubiese elevado alguna solicitud ante esa dependencia en los términos que acá reclama. 
Finalmente, a costa del interesado se ordenará la expedición de las copias solicitadas. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabla Risaralda.




Se absuelve a los demás intervinientes.





A costa del interesado expídanse las copias solicitadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� Sentencia C-543-92


� Ver sentencias T-173 de 1993 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) y C-590 de 2005 (M.P. Jaime Córdoba Triviño).
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